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CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO

CIUDADANOS DIPUTADOS:

A la Comisión de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, le fue turnada Iniciativa proveniente del Ejecutivo del Estado, en uso de la  facultad que le confiere la fracción II, del artículo 16, y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 23, fracción I, 26 y 35 de la Constitución Política del Estado de Jalisco; por la que somete a consideración de esta Soberanía, reformas a diversos artículos de la misma.


En su Iniciativa, el Ejecutivo Estatal, entre otras consideraciones, hace las siguientes:


“La estabilidad política y el régimen de libertades que disfruta el país, son el resultado de una sociedad que ha ido estableciendo las bases legales e institucionales que necesita; esas bases se encuentran tanto en la Constitución Política de los Estados  Unidos Mexicanos cuanto en la Local”.


“La democracia es el estilo de vida que hemos elegido para sostener nuestras libertades; la verdad y la congruencia rigen nuestras acciones; respetamos a quienes piensan distinto, no hay prejuicios ni sentimientos que puedan alejarnos del imperio de la razón”.

“El perfeccionamiento de nuestro sistema democrático es propósito de todos los mexicanos y es por ello que acordes con la realidad y la fuerza transformadora de nuestra sociedad, el sistema constitucional del país establece vías para evitar el anquilosamiento de las instituciones; el proceso revolucionario continúa vivo, porque asimila los cambios habidos en el tiempo que han hecho posible la paz social”.


“Jalisco, es un Estado de libertades que se vigoriza y se defiende cada día por gobernantes y gobernados; somos una sociedad plural, que tiene un compromiso de renovación, en el que todas las disidencias tienen un cauce abierto, siempre que se manifiesten por la vía institucional”.  


“La reforma política es la mejor afirmación de la democracia. La participación de las minorías con las mayorías da vida a la democracia política, obra del pueblo y permite la transformación de nuestro Estado”.


“En efecto, a partir de la fecha de promulgación de nuestra Constitución Política Local, en el año de 1917, se han obtenido decisivas conquistas sociales, económicas y políticas; todas ellas producto de la convicción nacionalista de nuestro Estado, Jalisco siempre se ha significado por su esencia mexicana y por afirmar categóricamente nuestra democracia y nuestra dignidad de hombres libres”.


“Jalisco, al igual que nuestro país en su conjunto, vive bajo el signo del cambio demográfico; población creciente año con año con año, aunque a tasas en disminución, operándose transformaciones profundas en su estructura demográfica y modificaciones importantes en el patrón de ocupación de su territorio, cambios estos que impactan todos los aspectos sociales, culturales, políticos y económicos de la entidad”.

“Es evidente que la convivencia humana exige, cuando el crecimiento demográfico multiplica los derechos de los individuos y sus obligaciones correlativas, la mayor definición y la mayor claridad, el mejor conocimiento particular de los derechos de cada quien y de los derechos obligaciones que los grupos políticos tienen frente a la sociedad y frente a la nación”.


“En el campo de la vida política en nuestra entidad se han producido importantes y significativas modificaciones, Para corroborar esta afirmación es importante destacar que de 1917 a la fecha en Jalisco, se  han expedido cuatro leyes electorales resaltándose que en la promulgadas en los años de 1917 y 1918 no existía propiamente un sistema real de partidos políticos, ni tampoco se contemplaba a los organismos electorales que estuvieran encargados de las funciones relativas al proceso electoral”.


“En este aspecto, significativos han sido los avances que en la legislación electoral del Estado se han presentado respecto de los partidos políticos; dado que si bien en el año de 1917, la legislación electoral vigente en la entidad establecía la participación  en las elecciones de candidatos independientes y de partidos políticos, también lo es que a partir de 1979, les reconoce la calidad de entidades de interés público, con lo que se les asegura su amplia participación en  los procesos electorales correspondientes, destacándose igualmente que no es sino hasta el citado año de 19179, en el que se les reconoce a los mencionados partidos  políticos prerrogativas tales como exención de impuestos y derechos por donaciones y por compra venta de inmuebles para el ejercicio de sus funciones específicas, entre otras”.

“Por lo que toca a los organismos electorales, también es de resaltar el avance logrado dado que en 1917, eran las  autoridades municipales las que designaban a los instaladores de las casillas electorales, así como señalaban los lugares en que deberían instalarse cada casilla electoral, estando integradas las juntas computadoras en las elecciones de munícipes por los  propios regidores designados por el ayuntamiento; ahora bien en el año de 1948, la Ley Electoral del Estado  expedida en esa fecha, contempla la existencia de un organismo permanente, denominado Consejo Electoral, integrado entre otros, por dos miembros designados por los partidos políticos registrados, así como la creación de  Comités Distritales y Delegados Municipales como autoridades electorales”.


“En este mismo sentido posteriormente la Ley Electoral del Estado permitió que todos los partidos políticos registrados formaran parte de los organismos  electorales, con lo que se llevó a cabo  un avance importante en la participación directa de los propios partidos políticos en el seno de los expresados organismos electorales, reconociéndoseles su calidad de consejeros y comisionados, con voz y voto en las sesiones correspondientes”.


“En lo que se refiere a los avances que se han dado en cuanto a la apertura democrática para la integración del Congreso del Estado, es importante destacar que en el año de 1978, se reformó la Constitución Política del Estado, a efecto de señalar que el citado Congreso se integraría con 20 Diputados electos según el  principio de votación mayoritaria relativa y hasta 6 Diputados de partido, dándose mediante esta reforma un importante avance en la participación de las minorías y la que permitió que la XLIX Legislatura Estatal, estuviera formada por representantes populares de cinco partidos políticos registrados. Gracias a la citada apertura democrática, en las elecciones para la renovación del Poder Legislativo celebradas en 1982 se registraron 240 candidatos propietarios y suplentes de parte de seis partidos políticos, lo que permitió que la “L” Legislatura Estatal estuviera formada por Diputados representantes de cinco de los seis partidos contendientes”. 

“Para la integración de la actual Legislatura en el proceso electoral realizado en 1985, se postularon 286 candidatos propietarios y suplentes por los nueve partidos políticos contendientes lo que permitió que en esa  Soberanía se encuentren representadas diversas corrientes del pensamiento en clara demostración del pluralismo político existente en la entidad”.


“En el mismo año de 1978, también se reformó la Constitución Política del Estado, para establecer la integración de los ayuntamiento con munícipes electos por el principio de mayoría relativa y por el de representación proporcional, con lo que se abrió el cauce al pluralismo político y a la participación de las minorías en el órgano de gobierno municipal, precisándose en la Ley Electoral del Estado la forma y condiciones para que dicha minoría accediera a los ayuntamientos”.

“En el año de 1982, se reformó la Ley Electoral del Estado para señalar que la integración de los ayuntamientos de la entidad, en cuanto a su número sería proporcional al número de habitantes que tuviera cada municipio, continuando con el sistema de representación proporcional en aquellos municipios superiores a los trescientos mil habitantes”.


“En una clara demostración del proceso de apertura democrática en el año de 1984, se reformó la Ley Electoral del Estado para indicar la posibilidad de que todos los ayuntamientos de la entidad sin importar el número de habitantes, se integraran  además de los munícipes electos por mayoría relativa, con regidores de  representación proporcional, fijando las bases, fórmulas y las condiciones para lograr la asignación correspondiente”.

“Sobre  este particular, es interesante destacar que en la elección  celebrada en 1985, para la elección de los ayuntamientos de la entidad, participaron los nueve partidos políticos registrados, los que postularon 5,560 candidatos lo que refleja la amplia participación que sólo gracias a la apertura democrática y al pluralismo político se pudo obtener, existiendo actualmente con base a los resultados arrojados en dicha elección,  ochenta y cuatro regidores de representación proporcional en 79 municipios del Estado”.


“Convocados por el Primer Magistrado de la Nación, los jaliscienses comerciantes de que la asimilación del cambio es la base de nuestra estabilidad política y social, participamos con entusiasmo en la consulta popular para la renovación político-electoral, celebrada en 1986, en la República Mexicana”.


“En la entidad, igualmente convocamos a los partidos, a las asociaciones políticas, a los organismos académicos, sociales y a la sociedad en general, a que emitieran sus puntos de vista, sus ideas y sugerencias, a fin de tener los elementos necesarios para someter al conocimiento de esa Soberanía, una iniciativa de Ley para realizar las modificaciones correspondientes a la Constitución Política local y crear el nuevo ordenamiento electoral estatal”.


“Fueron principios rectores en las jornadas de consulta popular el pluralismo ideológico, la transparencia del proceso electoral, la adecuación de la integración  y funciones de los organismos electorales, el establecimiento de instancias jurisdiccionales en el proceso electoral y una mayor participación de la  ciudadanía en los comicios”.


“Congruentes con nuestra tradición federalista y con el objeto de mantener a Jalisco en la vanguardia democrática, nos corresponde ahora a los jaliscienses dentro del marco de nuestra Soberanía, adecuar la Constitución Política de nuestro Estado con las reformas realizadas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo cual someto a su consideración la presente Iniciativa de reformas a varios preceptos legales del citado Ordenamiento que tienen relación con  la renovación político electoral realizada a nivel federal, resultado de la expresión popular manifestada a través de la citada consulta pública llevada a cabo,  la que desde luego sin pretender adoptar literalmente las propuestas de los partidos políticos, instituciones, organizaciones y ciudadanos que participaron en la misma, por ser entre sí mutuamente contrapuestas, sin embargo se han tomado en cuenta las opiniones vertidas al estimarse que el aumento de la participación ciudadana en los asuntos públicos, es presupuesto para la modernización y actualización de nuestros textos legales”.

Las reformas y adiciones a diversos artículos de la Constitución Política del Estado, son las que a continuación se enuncian y consideran:


AL ARTICULO 2° .- La Iniciativa propone modificaciones al contenido del actual texto; la primera de ellas con objeto de agregar uno de los elementos que configura de nuestra forma de gobierno y que, como característica primordial del mismo, se hacía imperativo que se expresara en nuestra Carta Constitucional Local, el concepto de democracia.


En consecuencia con tal adición y considerando –como se reconoce- que la democracia es el “símbolo de nuestros tiempos”, se agregan cuatro párrafos a dicho artículo con objeto de establecer el origen popular del  poder público, la facultad que tienen los ciudadanos de escoger a sus representantes mediante la libertad de elección de que gozan para seleccionar, de entre varios, aquellos que determinen a través de procedimientos democráticos que en razón de su importancia y trascendencia se señalan en este mismo precepto.


Es por ello que se define con precisión, qué son los procesos electorales y a quién corresponde su organización. Es indudable que por ser “funciones de orden público” y como tal no sólo actos políticos, sino  fundamentalmente, actos de gobierno, el Estado no puede, ni debe renunciar a su preparación y desarrollo, Corresponde en tanto, de manera responsable y compartida, participar en los mismos, a los partidos políticos como actores y a los ciudadanos como sujetos de tales prácticas democráticas.


Como una de las más reiteradas propuestas, la Iniciativa recoge e instituye un Tribunal de los Contencioso Electoral, con lo cual se garantiza de manera  amplia la seguridad jurídica de los actos que realicen los organismos electorales, así como el que sus resoluciones se ajusten a lo establecido en nuestros ordenamientos legales.


Sin duda la función que le corresponde cumplir a dicho Tribunal será garante de la limpieza y absoluto apego al derecho que deben ser factores principales de cualquier proceso electoral que se desarrolle en nuestro sistema democrático.


Igualmente, se ratifica la facultad, ya reconocida, de que sean Diputados quienes califiquen las elecciones, con esto se busca que en razón de la independencia y por su propia característica, sea este,  el Colegio Electoral, la última instancia de todo proceso electoral.

La calificación supone la decisión final no sólo de la validez de los resultados electorales, sino también la comprobación de que el proceso electoral en cada una de sus fases, se realizó con estricto apego a las disposiciones legales que las regulan.


AL ARTICULO 6°.- Sin duda alguna, el objeto de la reforma que se pretende a éste artículo tiene como base el contenido de la Constitución Federal, así como las recientes adecuaciones  al artículo 116. Se trata, de manera plenamente justificada, de utilizar una expresión más correcta, como es la de poder público, y  la que hasta ahora se contiene , de Supremo Poder del Estado, la cual inclusive, se contrapone con la que en el artículo 49 de la Constitución General se señala.


AL ARTICULO 8°.- Durante las reuniones de consulta popular a que convocó el Ejecutivo, se expresó de manera reiterada por los partidos políticos, la conveniencia de acrecentar la representación de esta Soberanía Popular. Fue así como se recogió esta inquietud,  y al mismo tiempo que modifica el sistema de elección se pretende ampliar a 34 el número de integrantes del Congreso. 


Por tales razones, se nos propone ese incremento de la representación  mediante la utilización de dos sistemas de elección, el mayoritario relativo con base en 20 distritos uninominales y hasta 14, mediante el principio de representación proporcional.


Tomando en consideración el notable incremento de la población, el aumento de los partidos políticos,  pero, sobre todo, el interés de la ciudadanía en participar políticamente, se considera conveniente, se amplíen las posibilidades para todos los partidos políticos –independientemente de su ideología- para que puedan llegar a estar representados en el propio Congreso Estatal.


Es este no sólo un avance altamente significativo y de profundo contenido democrático, sino aún más, una exigencia de la ciudadanía, expresada a través de diversas organizaciones sociales. En especial aquellas  que apoyan a los partidos políticos más minoritarios.


Con esto, se debe reconocer, no sólo una actitud abierta, sino una posición de verdadero interés colectivo por parte del autor de la Iniciativa y estamos seguros que el incremento de 8 Diputados vendrá a fortalecer la libertad, seriedad y responsabilidad con la que se desarrolla este Organo Legislativo.


Es de destacar que así mismo se reconoce la igualdad de los Diputados, al establecerse que, “todos los Diputados tendrán los mismos deberes y obligaciones”, con lo que no puede existir preeminencia alguna entre los Diputados, independientemente del sistema de su elección.

AL ARTICULO 9°.- En este artículo, como se propone, se establecen las bases mediante las cuales se deberá efectuar la elección de quienes serán Diputados según el principio de representación proporcional. De esta manera, será facultad del Consejo Electoral del Estado, fijar, en cada una de las elecciones, la circunscripción o circunscripciones plurinominales que servirán de base para la elección de los Diputados que habrán de elegirse por este principio.


Igualmente, se señalan con claridad las reglas a las que deberá de sujetarse dicha elección. Así, se establecen varios supuestos con objeto de que sólo aquellos partidos que alcancen como mínimo, el dos por ciento de la votación, tengan derecho a participar en la asignación de dichos Diputados.


Es muy importante destacar que el porcentaje que ahora se fija es menor que el 3.5 por ciento actual y ello obedece a las reiteradas peticiones que  se hicieron en la consulta ya referida.


Los integrantes de la Comisión estimamos como muy positiva tal reducción, toda vez que permitirá ampliar la representación de las fuerzas políticas que contienden, al mismo tiempo que se amplía el número de Diputados, con lo que se verá enriquecida la vida política y parlamentaria de nuestro Estado.

Además, con objeto de asegurar una clara mayoría legislativa se dispone que, aquel partido político que obtenga más de la mitad de las constancias de mayoría tiene por lo menos derecho a que se le asigne un Diputado de representación proporcional por cada  7 por ciento, de su votación; estableciendo un límite de que ningún partido podrá tener derecho a que se le  reconozcan más de 24 Diputados de los que en total integren el Congreso.


Al mismo tiempo y con el fin de asegurar una mayoría en el Congreso, se señala que, en el caso de que ningún partido alcance la mitad más una de las constancias de mayoría, se le asignarán, al partido con más triunfos en la lección mayoritaria, Diputados, hasta que alcance la mayoría absoluta. Con esto se pretende evitar que nuestro Organo Legislativo se llegare a atrofiar en razón de los resultados de la  votación con la consecuente parálisis que ello producirá. Además, de que nuestros sistema es predominante mayoritario, y como tal debe garantizarse –siempre. La existencia de una mayoría.


La fórmula y el procedimiento que se aplicará en tal asignación, por ser cuestión más específica, se deberá determinar en la Ley correspondiente.


Por otra parte, es de reconocerse que se suprime la actual disposición, en el sentido de que el partido que obtenga el triunfo para uno a más Diputados de mayoría no tendrá derecho a que se le reconozcan Diputados, aún cuando rebasaran el porcentaje mínimo establecido.


EL ARTICULO 10.- Que señala los requisitos para ser Diputado, se propone realizar las siguientes adecuaciones, establecer como requisitos el estar separado – cuando menos 90 días antes de la elección- a los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso Administrativo y a los funcionarios de las los organismos electorales, así como el impedimento a quienes funjan como Magistrados del Tribunal de lo Contencioso Electoral y a quienes han ocupado tal cargo en el período inmediato  anterior. 


AL ARTICULO 11.- Se le pretende adicionar los párrafos segundo y tercero con objeto de establecer de manera precisa que quienes se han desempeñado como Diputados en el período anterior no pueden ser reelectos, así como aquellos suplentes que han fungido como propietarios; y estos tampoco pueden serlo ni aún con el carácter de suplentes.


Es lógico el contenido que se propone agregar a este artículo toda vez que la no reelección es un principio toral de nuestro sistema constitucional y una práctica política que de manera cotidiana se observa y aún más, se respeta cabalmente en nuestro país.

AL ARTICULO 12.- Su reforma consiste en cambiar la fecha de instalación del Congreso, ello obedece a la modificación de la Constitución General de la  República que a su vez cambió el día de la elección, con lo cual si se mantuviere la misma fecha para la celebración de los comicios en nuestro Estado, se produciría una innegable confusión entre la ciudadanía y una serie de molestias y de perjuicios para los partidos políticos quienes al mismo tiempo que realizarían campañas de carácter federal, deberían participar en la integración de los organismos electorales reguladores de los procesos locales.

Es irrefutable que el período comprendido entre septiembre y diciembre es la época en que los partidos realizan los trabajos de sus candidatos; al mismo tiempo, es indudable que se requiere de gran actividad en cuanto se refiere a la realización de convenciones y demás procedimientos internos para la postulación de los candidatos, con lo cual se produciría un severo perjuicio a los mismos.


Por lo tanto, queda plenamente justificado el hecho de que la realización de las elecciones deben cambiar de fecha, para permitir una mejor organización a los partidos y un mejor conocimiento a los ciudadanos.


AL ARTIUCLO 13.- Su reforma es de igual manera comprensible, ya que, el Congreso, al modificarse su fecha de instalación, deban de variarse los términos de su primer período ordinario de sesiones, manteniéndose igual, respeto del segundo.


AL ARTICULO 14.- El texto actual hace referencia únicamente a sesiones extraordinarias, y como bien se señala en el artículo 35, fracción XVI, de la Ley Constitucional, el Ejecutivo del Estado puede convocar a períodos extraordinarios, es pues totalmente procedente incorporar, como se propone en la Iniciativa, tal facultad a efecto de que se señale con exactitud en qué casos se trata de períodos y en cuáles de  sesiones extraordinarias.

AL ARTICULO 23.- Las reformas que se proponen son procedentes, toda vez que es indudable que al asignarse al Congreso la facultad de realizar el cómputo y calificación de la elección de munícipes, dicho proceso adquiere una mayor dimensión y en consecuencia, se garantiza de manea más amplia la legalidad y legitimidad de los resultados.


La adición a la fracción VIII, con objeto de establecer la facultad de designar, de entre los ciudadanos que propongan los partidos políticos, a los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso Electoral, es  oportuna y viene a ser resultado de la expresión general, de que sea éste órgano quien seleccione a quienes deberán integrar tan elevada magistratura.


De igual manera se estima procedente la tributación para conocer y resolver de las renuncias, así como de las licencias que presenten tales Magistrados, de conformidad con las adiciones a las fracciones XI y XII de este artículo.


AL ARTICULO 25.- La Iniciativa contempla la atribución de la Diputación Permanente para que reciba  y entregue los expedientes electorales de las elecciones que corresponde calificar al Congreso, por lo que se considera la modificación a la fracción V de este artículo  conveniente.


ARTICULO 28.- Como consecuencia de la reforma aprobada por este congreso como parte del Constituyente permanente, se hace necesario adecuar el contenido de este artículo a efecto de que se satisfagan en nuestra Constitución las disposiciones que al efecto se establecen en el numeral 116 de la Carta Magna.

De igual manera y en virtud del cambio en la fecha de elección, habrá de modificarse, al ampliarse en un mes, la toma de posesión de Gobernador del Estado.


Cabe señalar que, como se contempla en el Artículo Tercero Transitorio de la Iniciativa de Decreto, el ciudadano que se elija Gobernador, en la elección de 1988, tomará posesión el 1° de marzo autorizando a que continué un mes más y será hasta la elección de 1995, cuando se realice la toma de posesión el 1° de abril


AL ARTICULO 30.- Respecto de este artículo, se intenta –y se estima procedente- el que se establezca como regla la substitución y designación del ciudadano que se hará cargo del Poder Ejecutivo del Estado al inicio de un período constitucional.


Se estima oportuno autorizar que sea el Congreso quien designe al mismo, en tanto se haga la elección correspondiente; por lo que se modifica la forma de designación, toda vez que el texto actual señala que deberá ser el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia.

AL ARTICULO 36.- Se propone la reforma y adición de varios párrafos de la fracción I, de este artículo con objeto de señalar la duración del cargo de los Munícipes, la fecha en que habrán de tomar posesión, así como el que se establezcan  los requisitos para ser Presidente, Vice-Presidente y Regidor, todo ello por estimarse  acorde con la importancia que tienen los Ayuntamientos como  Organos del Gobierno Municipal, así como por las reformas de que han sido sujetas ambas Constituciones en este punto.


A LOS ARTICULOS TRANSITORIOS.- Se señala en la Iniciativa de Decreto que las elecciones correspondientes a 1988 se realizarán el primer miércoles de diciembre de ese año, y en consecuencia, el Congreso del Estado se instalará en la misma fecha en que actualmente fija el artículo 12, pero durará en sus funciones hasta el 14 de marzo de 1992.


Por lo que corresponde a la elección de Gobernador que habrá de realizarse en la misma fecha, habrá de tomar posesión el 1° de marzo de 1989, y durará en el cargo hasta el día último de marzo de 1995.


De igual manera, los Munícipes que se elijan en 1988, iniciarán sus funciones el primero de enero de 1989 y estarán en el desempeño de dichos cargos hasta el día 31 de marzo de 1992, con lo que durarán 3 años y 3 meses en los mismos, como único caso de excepción y dada la necesidad de adecuar el calendario electoral de la Entidad.


Por todo lo expuesto, y con fundamento en los artículos 93 y 94 de la ley Reglamentaria del Poder Legislativo, sometemos a su consideración el siguiente proyecto de

 D E C R E TO :

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTICULOS 2°, 6°, 8°, 9°, 10, 11, 12, 13, 14, 23, 25, 28, 30 Y 36, DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO.
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